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LEY 505 DE 1999
(junio 25 de 1999)

Diario Oficial N° 43618 de junio 29 de 1999

EL CONGRESO DE COLOMBIA,

Por medio de la cual se fijan términos y competencias para la realización,

adopción y aplicación de la estratificación a que se refieren las Leyes 142 y

 177 de 1994, 188 de 1995 y 383 de 1997 y los Decretos Presidenciales 1538 y 2034

de 1996.

*Notas de Vigencia*

Reglamentada en el artículo 11 por el Decreto 007 de 2010, publicado el 5 de

Enero de 2010.

 
DECRETA:

ARTÍCULO 1o. Los municipios y distritos del país tendrán como plazo máximo seis

(6) meses, contados a partir de la expedición de esta ley, para realizar y

adoptar las estratificaciones de los centros poblados.

El plazo máximo para aplicar estas estratificaciones al cobro de los servicios

públicos domiciliarios es seis (6) meses, contados a partir de la vigencia de

esta ley.

PARÁGRAFO. Los municipios y distritos tendrán como plazo máximo dos (2) meses,

contados a partir de la vigencia de esta ley, para reportar al Departamento

Nacional de Planeación, en el formato que para tal fin les suministre, el listado
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completo de los centros poblados existentes.

Para los efectos de esta ley se entiende por centros poblados los corregimientos,

inspecciones de policía o caseríos con veinte (20) o más viviendas contiguas,

localizados en la zona rural.

 
ARTÍCULO 2o. El plazo máximo para realizar y adoptar las estratificaciones de

fincas y viviendas dispersas existentes en la zona rural de los municipios y

distritos que cuentan con Formación Predial Catastral Rural posterior a 1989, es

doce (12) meses contados a partir de la vigencia de esta ley. El plazo máximo

para  aplicar  estas  estratificaciones  al  cobro  de  los  servicios  públicos

domiciliarios es dieciocho (18) meses, contados a partir de la vigencia de esta

ley.

 
ARTÍCULO 3o. Para los efectos previstos en el artículo anterior el Instituto

Geográfico Agustín Codazzi y los Catastros de Antioquia, Medellín, Cali y Santa

Fe de Bogotá tendrán como plazo máximo un (1) mes, contado a partir de la

expedición de esta ley, para determinar e informar a los alcaldes cuáles son las

zonas  homogéneas  geoeconómicas  promedio  en  cada  uno  de  los  municipios  y

distritos.

Igualmente, los alcaldes tendrán como plazo máximo cuatro (4) meses contados a

partir de la vigencia de esta ley para reportar al Departamento Nacional de

Planeación la Unidad Agrícola Familiar -UAF- promedio municipal, calculada por la

respectiva Unidad Municipal de Asistencia Técnica Agropecuaria -Umata- empleando

la  metodología  vigente  de  Sintap,  en  las  zonas  homogéneas  promedio  de  su

municipio o distrito, contando con la asesoría técnica de las Secretarías de

Agricultura Departamental y de la Federación Nacional de Cafeteros de Colombia,

cuando se trate de municipios cafeteros. Para los municipios y distritos que no

la reporten en dicho plazo, el Departamento Nacional de Planeación mantendrá la

UAF  promedio  municipal  utilizada  para  el  censo  de  minifundios.  La  revisión

general de la estratificación rural prevista en el artículo 14 de la presente ley

se hará con la metodología de cálculo de la UAF que el Ministerio de Agricultura

y Desarrollo Rural tenga vigente a la fecha allí establecida.



En aquellos casos en que el cálculo de la UAF estimada en las zonas homogéneas

geoeconómicas promedio presente diferencias que impliquen distorsiones en dicho

promedio, se aplicará aquella UAF que mejor caracterice a la zona homogénea

geoeconómica.

 
ARTÍCULO 4o. Para los efectos de esta ley, se entiende por zona homogénea

geoeconómica un área de superficie terrestre con características similares de

valor económico, que se establecen a partir de puntos de investigación económica

dentro de las zonas homogéneas físicas, las cuales a su vez se obtienen con

fundamento en las condiciones agrológicas, topográficas y climatológicas de los

suelos, y en su capacidad y limitaciones de uso y manejo. Estas zonas las

establecen el Instituto Geográfico Agustín Codazzi y los Catastros de Antioquia,

Medellín, Cali y Santa Fe de Bogotá, en el ámbito de su jurisdicción.

También para los efectos de esta ley, se entiende por Unidad Agrícola Familiar -

UAF,  según  el  Ministerio  de  Agricultura  y  Desarrollo  Rural,  un  fundo  de

explotación  agrícola,  pecuaria,  forestal  o  acuícola  que  dependa  directa  y

principalmente de vinculación de la fuerza de trabajo familiar, sin perjuicio del

empleo ocasional de mano de obra contratada. La extensión debe ser suficiente

para  suministrar  cada  año  a  la  familia  que  la  explote,  en  condiciones  de

eficiencia  productiva  promedio,  ingresos  equivalentes  a  mil  ochenta  (1.080)

salarios mínimos legales diarios.

 
ARTÍCULO 5o. El Departamento Nacional de Planeación tendrá como plazo máximo ocho

(8) meses, contados a partir de la vigencia de esta ley, para suministrar a los

alcaldes que cuentan con Formación Predial Catastral Rural posterior a 1989 una

nueva  versión  de  la  metodología  de  estratificación  de  fincas  y  viviendas

dispersas, que contenga los datos generados en cumplimiento de la presente ley.

Así mismo, apoyará técnicamente a los municipios y distritos en la puesta en

práctica de dicha metodología. La zona rural se estratificará por medio de la

medición de la capacidad productiva promedio de los predios, con base en la

Unidad Agrícola Familiar -UAF-.

PARÁGRAFO 1o. La nueva versión de la metodología definirá los niveles mínimos de

ingresos rurales, en comparación con los urbanos asociables a cada uno de los



estratos, utilizando datos recientes por regiones.

PARÁGRAFO 2o. La calidad de la vivienda sólo será utilizada como factor de

estratificación en aquellos predios que no se dediquen fundamentalmente a la

actividad productiva.

 
ARTÍCULO 6o. Los alcaldes tendrán como plazo máximo tres (3) meses, contados a

partir de la expedición de esta ley, para enviar al Departamento Nacional de

Planeación copia de los acuerdos mediante los cuales se han establecido zonas de

conservación y reserva en sus municipios o distritos, cuando haya lugar, para que

estas sean objeto de tratamiento metodológico especial por parte del Departamento

Nacional de Planeación.

 
ARTÍCULO 7o. La información que suministren las autoridades catastrales a los

alcaldes para realizar la estratificación de fincas y viviendas dispersas, deberá

especificar  cuál  es  el  puntaje  de  calificación  de  la  principal  edificación

residencial de cada predio, entendida como la de mayor calificación. No les

podrán suministrar archivos catastrales en los cuales se hayan promediado los

puntajes  de  las  diferentes  edificaciones  del  predio  para  obtener  una  única

calificación.

PARÁGRAFO. Los campamentos de trabajadores existentes al interior de las fincas

pertenecerán a uno de los estratos subsidiables, de manera individual, en función

de la calificación de la construcción destinada para tal fin, siempre y cuando

aparezcan en las bases de datos prediales catastrales oficiales como mejoras y

tengan acometidas de servicios públicos domiciliarios independientes.

 
ARTÍCULO 8o. Los municipios y distritos que no cuenten con Formación Predial

Catastral Rural posterior a 1989, estratificarán sus fincas y viviendas dispersas

rurales, hasta que cuenten con Formación Predial Catastral Rural actualizada, con

base en una metodología especial, la cual diseñará y suministrará el Departamento

Nacional de Planeación a más tardar en seis (6) meses, contados a partir de la

expedición de esta ley.



A partir de la fecha en que los municipios y distritos a que se refiere este

artículo  cuenten  con  Formación  Predial  Catastral  Rural,  deberán  ponerse  en

contacto con el Departamento Nacional de Planeación, quién establecerá los plazos

para que dispongan de la UAF promedio municipal, y para que realicen, adopten y

apliquen las nuevas estratificaciones de fincas y viviendas dispersas rurales.

 
ARTÍCULO 9o. Los municipios y distritos que, en cumplimiento de las normas que

estaban vigentes, hubieren adoptado o aplicado la estratificación de fincas y

viviendas dispersas en la zona rural, dejarán sin efectos los decretos relativos

para acogerse a las medidas contenidas en esta ley.

 
ARTÍCULO 10. Toda persona o grupo de personas podrá solicitar revisión del

estrato urbano o rural que se le asigne, en cualquier momento. Los reclamos serán

atendidos y resueltos, por escrito, en primera instancia por un Comité Permanente

de Estratificación municipal o distrital- en un término no superior a dos (2)

meses.  Igualmente,  podrá  solicitar  apelación  ante  la  Superintendencia  de

Servicios  Públicos  Domiciliarios,  quien  deberá  resolverla  en  un  término  no

superior a dos (2) meses. En ambos casos si la autoridad competente no se

pronuncia en el término de los dos (2) meses, operará el silencio administrativo

positivo.

PARÁGRAFO 1o. Las empresas de servicios públicos domiciliarios deberán garantizar

la expansión de la cobertura de los servicios públicos en las zonas rurales, en

condiciones  de  mercado,  y  serán  responsables,  en  cada  localidad,  de  los

perjuicios que ocasionen a los usuarios por la aplicación incorrecta de los

decretos de adopción de las estratificaciones.

Cuando se facture a un usuario en estrato superior al que le corresponde, se

reconocerá el mayor valor en la siguiente facturación. Cuando la facturación al

usuario se haga en un estrato inferior al que le corresponde no se cobrará el

valor adicional.

Cuando dichas empresas no apliquen los resultados en los plazos establecidos,

serán sancionadas, a más tardar cuatro (4) meses después de vencidos dichos

plazos,  como  lo  determine  la  Superintendencia  de  Servicios  Públicos



Domiciliarios.

PARÁGRAFO 2. Los alcaldes serán responsables por los perjuicios que ocasionen a

los  usuarios  cuando  infrinjan  las  normas  sobre  estratificación,  según  lo

determine  la  Procuraduría  General  de  la  Nación.

 
ARTÍCULO  11.  Los  alcaldes  deberán  garantizar  que  las  estratificaciones  se

realicen, se adopten, se apliquen y permanezcan actualizadas a través del Comité

Permanente de Estratificación Municipal o Distrital. Para esto contarán con el

concurso económico de las empresas de servicios públicos domiciliarios en su

localidad, quienes aportaran en partes iguales a cada servicio que se preste,

descontando  una  parte  correspondiente  a  la  localidad;  tratándose  de  varias

empresas prestadoras de un mismo servicio, el monto correspondiente al servicio

se repartirá proporcionalmente entre el número de empresas que lo presten.

*Notas de Vigencia*

Artículo reglamentado por el Decreto 007 de 2010, publicado el 5 de Enero de

2010.

*Jurisprudencia Vigencia*

Corte Constitucional

– Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-1371-00 de 11 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Álvaro

Tafur Galvis.

 
ARTÍCULO 12. Las gobernaciones y las áreas metropolitanas prestarán el apoyo

técnico que requieran los municipios y distritos para la puesta en práctica de

las metodologías de estratificación y para la aplicación de las mismas al cobro

tarifario  de  los  servicios  públicos  domiciliarios,  en  coordinación  con  el

Departamento  Nacional  de  Planeación  y,  principalmente,  en  los  municipios

clasificados  en  categoría  quinta  y  sexta.

Los gobernadores deberán informar al Departamento Nacional de Planeación y a la

Procuraduría General de la Nación, el estado de avance del proceso en los

municipios y distritos, a más tardar el último día de los meses 5, 9, 13 y 19,



contados a partir de la vigencia de esta ley, con el fin de que se cuente con los

elementos requeridos para establecer la renuencia de las autoridades locales y

para  proceder  a  tomar  las  medidas  orientadas  a  garantizar  que  las

estratificaciones  se  apliquen  en  todo  el  territorio  nacional.

Igualmente, deberán establecer qué alcaldes fueron renuentes en el cumplimiento

de las fechas establecidas en esta ley para la adopción y aplicación de las

estratificaciones rurales, e informar a la Procuraduría General de la Nación, a

más  tardar  un  mes  después  de  vencidas  dichas  fechas,  para  que  proceda  a

sancionarlos disciplinariamente.

 
ARTÍCULO  13.  Los  alcaldes  tendrán  como  plazo  máximo  para  enviar  a  la

Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios los decretos de adopción y

aplicación de las estratificaciones de los centros poblados y de las fincas y

viviendas dispersas en la zona rural, respectivamente y acompañados de la debida

constancia de publicación, un mes contado a partir de la fecha de promulgación de

los respectivos actos administrativos.

PARÁGRAFO. La documentación técnica, urbana o rural, que los alcaldes envíen a la

Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios solo podrá ser utilizada por

esta  entidad  para  los  fines  estrictamente  asignados  a  ella  por  las  normas

existentes sobre estratificación. El Departamento Nacional de Planeación podrá

requerir información de la estratificación de los municipios y distritos para

hacer  seguimiento  a  las  metodologías  o  con  fines  de  análisis  estadísticos,

sociales o económicos. El Departamento Administrativo Nacional de Estadística -

DANE- deberá requerirla para actualizar sus marcos muestrales. Para cualquier

otro objetivo, la información es privativa de las alcaldías.

 
ARTÍCULO 14. Las estratificaciones urbanas y rurales que en cumplimiento de las

Leyes 142 y 177 de 1994, 188 de 1995, 383 de 1997 y la presente, y los Decretos

1538 y 2034 de 1996 hayan adelantado los municipios y distritos del país,

deberánrealizarse de nuevo en el año 2001 y 2004, respectivamente, aplicando las

metodologías  diseñadas  por  el  Departamento  Nacional  de  Planeación  que  se

encuentren vigentes en esos momentos. Dichas revisiones se harán con base en la

metodología de cálculo de la UAF que a la fecha tenga en vigencia el Ministerio



de Agricultura y Desarrollo Rural.

También, deberán volverse a realizar, adoptar y aplicar estratificaciones urbanas

o rurales en cualquier momento, cuando por razones de orden natural o social, o

por  incorrecta  ejecución,  previo  concepto  del  Departamento  Nacional  de

Planeación,  se  amerite.

 
ARTÍCULO 15. Las estratificaciones rurales que adopten los municipios y distritos

del país sólo serán aplicables para el cobro de las tarifas de los servicios

públicos domiciliarios.

 
ARTÍCULO 16. Los resguardos, reservas, parcialidades y comunidades indígenas que

se encuentran en la zona rural del país se eximen de estratificación, en razón de

que están amparados por un fuero y un sistema normativo propio.

 
ARTÍCULO 17. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación en el

Diario Oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

 
FABIO VALENCIA COSSIO

El Presidente del honorable Senado de la República,

 
MANUEL ENRÍQUEZ ROSERO

El Secretario General del honorable Senado de la República,

 
EMILIO MARTÍNEZ ROSALES

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

 
GUSTAVO BUSTAMANTE MORATTO

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

 



REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 
 

PUBLÍQUESE Y EJECÚTESE.

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 25 de junio de 1999.

 
ANDRÉS PASTRANA ARANGO

 
JUAN CAMILO RETREPO SALAZAR.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 
CARLOS ROBERTO MURGAS GUERRERO.

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

 
FERNANDO ARAÚJO PERDOMO.

El Ministro de Desarrollo Económico,

 
JAIME RUIZ LLANO.

El Director del Departamento Nacional de Planeación,
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LEY 504 DE 1999
(junio 25)

Diario oficial No  43.618, de 29 de junio de 1999

EL CONGRESO DE COLOMBIA

Por la cual se derogan y modifican algunas disposiciones
delDecreto 2700 de 1991, y de los Decretos-leyes 2790 de 1990,
2271 de 1991, 2376 de 1991, Ley 65 de 1993, Ley 333 de 1996 y

Ley 282 de 1996 y se dictan otras disposiciones.

*Resumen de Notas de Vigencia*

NOTAS DE VIGENCIA:

1. Ley declarada EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia

C-392-00 de 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera

Carbonell, "en cuanto las normas en ella contenidas no requerían de la

expedición de una ley estatutaria."

 
DECRETA:

 

ARTICULO  1o.  JUECES  PENALES  DE  CIRCUITO  ESPECIALIZADO.
Conforme al artículo 11 de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de
la Administración de Justicia, créanse los Jueces Penales de
Circuito Especializados, que tendrán competencia para conocer
de los delitos señalados en el artículo 5o. de esta Ley y
dentro del ámbito territorial que señale el Consejo Superior
de  la  Judicatura  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el
artículo 85, numeral 6 de la Ley 270 de 1996.

*Nota Jurisprudencia *



Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia

C-392-00 de 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera

Carbonell.

 
ARTICULO 2o. El artículo 66 del Decreto 2700 de 1991, quedará
así:

"Artículo 66. Quiénes ejercen funciones de juzgamiento. La
administración de justicia en materia penal, durante la etapa
de juicio, se ejerce de manera permanente por la Sala de
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, las salas de
decisión penal de los tribunales superiores de distrito, los
jueces penales de circuito especializados, los jueces penales
de circuito, los jueces promiscuos de circuito, los jueces
municipales y promiscuos municipales y los jueces de menores.
También administran justicia los Tribunales Militares y el
Senado de la República".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia

C-392-00 de 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera

Carbonell.

ARTICULO 3o. El inciso segundo del artículo 67 del Decreto
2700 de 1991, quedará, así:

"Artículo 67. Quiénes ejercen funciones de instrucción. La
Fiscalía General de la Nación actuará a través del Fiscal
General de la Nación, los fiscales que éste delegue para casos
especiales y los fiscales delegados ante la Corte Suprema de
Justicia, los Tribunales Superiores de Distrito, los jueces
penales  de  circuito  especializados,  penales  de  circuito,
promiscuos  de  circuito,  penales  municipales,  los  jueces
promiscuos municipales y los jueces de menores."



*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia

C-392-00 de 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera

Carbonell.

ARTICULO 4o. Los numerales 1o. y 2o. del artículo 70 del
Decreto 2700 de 1991, quedará así:

"Artículo  70.  Competencia  de  los  Tribunales  Superiores  de
Distrito. Las salas penales de decisión de los Tribunales
Superiores de Distrito conocen:

En segunda instancia, de los recursos de apelación y de hecho,
en los procesos que conocen en primera instancia los jueces de
circuito y los jueces penales de circuito especializados.

En primera instancia, de los procesos que se sigan a los
Jueces  penales  de  circuito  especializados,  penales  de
circuito,  promiscuos  de  circuito,  municipales,  promiscuos
municipales, de menores, de familia, a los fiscales delegados
ante los juzgados, a los agentes del Ministerio Público por
delitos que cometan por razón de sus funciones".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia

C-392-00 de 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera

Carbonell.

 
ARTICULO 5o. El artículo 71 del Decreto 2700 de 1991, quedará
así:

"Artículo 71. Competencia de los Jueces Penales del Circuito
Especializados. Los jueces penales de circuito especializados
conocen, en primera instancia de:



1. Del delito de tortura (artículo 4o. Decreto 2266 de 1991).

2. Del delito de homicidio agravado según el numeral 8 del
artículo 324 del Código Penal.

3. Lesiones Personales con fines terroristas (artículos 31,
32,  33,  34,  35  y  36  del  Decreto  180  de  1988,  declarado
legislación permanente por el artículo 4o. del Decreto 2266 de
1991).

4. Del delito de secuestro extorsivo o agravado en virtud de
los numerales 6, 8 y 12 del artículo 270 del Código Penal
subrogado por el artículo 3o. de la Ley 40 de 1993 y secuestro
de aeronaves o medios de transporte colectivo (artículo 4o.
del Decreto 2266 de 1991).

5. De los delitos de fabricación y tráfico de municiones o
explosivos (artículo 1o. Decreto 2266 de 1991); fabricación y
tráfico de armas de fuego y municiones de uso privativo de las
fuerzas  armadas  (artículo  2o.  del  Decreto  3664  de  1986
declarado legislación permanente por el artículo 1o. Decreto
2266 de 1991).

6. De los delitos de terrorismo (artículo 4o. Decreto 2266 de
1991);  omisión  de  informes  sobre  actividades  terroristas
(artículo  4o.  Decreto  2266  de  1991);  instigación  o
constreñimiento para el ingreso a grupos terroristas (artículo
4o Decreto2266 de 1991); instigación al terrorismo (artículo
4o. Decreto 2266 de 1991); empleo o lanzamiento de sustancia u
objetos  peligrosos  (artículo  4o.   Decreto  2266  de  1991);
corrupción  de  alimentos  y  medicinas  con  fines  terroristas
(artículo 4o. Decreto2266 de 1991); administración de recursos
de organizaciones terroristas (artículo 4o. Decreto 2266 de
1991);  suplantación  de  autoridad  con  fines  terroristas
(artículo 4o. Decreto 2266de 1991); incitación a la comisión
de delitos militares (artículo 4o. Decreto 2266 de 1991);
instrucción y entrenamiento con fines terroristas (artículo
4o. Decreto 2266 de 1991), promoción en la formación o ingreso



de personas a grupos armados o paramilitares (artículo 6o.
Decreto2266  de  1991);  instrucción  o  entrenamiento  para
actividades de grupos armados o paramilitares (artículo 6o. 
Decreto 2266 de 1991); ingreso o pertenencia a grupos armados
o  paramilitares  (artículo  6o.  Decreto  2266  de  1991);
constreñimiento  con  fines  terroristas  (artículo  11  Decreto
2266 de 1991).

7. Concierto para cometer delitos de terrorismo, narcotráfico,
secuestro extorsivo, extorsión o para conformar escuadrones de
la muerte, grupo de justicia privada o bandas de sicarios,
lavado de activos u omisión de control (artículo 13 de la Ley
365 de 1997), testaferrato (artículo 6o. del Decreto 2266 de
1991); extorsión en cuantía superior a ciento cincuenta (150)
salarios mínimos mensuales.

8. De los delitos señalados en el inciso lo. del artículo 32
de la Ley 30 de 1986, cuando la cantidad de plantas exceda de
ocho mil (8.000) unidades o la de semillas sobrepase los diez
mil (10.000) gramos.

9. De los delitos señalados en el artículo 33 de la Ley 30 de
1986, cuando la droga o sustancia exceda de mil (1.000) kilos
si se trata de marihuana, cien (100) kilos si se trata hachís,
cinco  (5)  kilos  si  se  trata  de  metacualona,  cocaína  o
sustancias  base  de  ella  o  cantidades  equivalentes  si  se
encontraren en otro estado.

10.De los procesos por delitos descritos en el artículo 34 de
la Ley 30 de 1986 cuando se trate de laboratorios o cuando la
cantidad de droga almacenada, transportada, vendida o usada
sea  igual  a  las  cantidades  a  que  se  refiere  el  numeral
anterior.

11.De los delitos descritos en los artículos 39 y 43 de la Ley
30 de 1986 y de los que se deriven del cultivo, producción,
procesamiento, conservación o venta de la heroína en cantidad
igual o superior a doscientos cincuenta (250) gramos o de la



amapola o su látex.

12. Del delito contenido en el artículo 64 de la Ley 30 de
1986.

13. Hurto de combustibles (artículo 96 Ley 418 de 1997).

14. Lavado de activos (artículo 247 A del Código Penal) y
enriquecimiento  ilícito  de  particulares  (artículo  10  del
Decreto 2266 de 1991) cuando el incremento patrimonial no
justificado se derive en una u otra forma de las actividades
delictivas a que se refiere el presente artículo, cuya cuantía
sea  o  exceda  de  cincuenta  (50)  salarios  mínimos  legales
mensuales".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Mediante Sentencia C-992-00 de 2 agosto 2000, Magistrado Ponente Dr. Carlos

Gaviria Díaz, la Corte Constitucional  declaró estése a lo resuelto en la

Sentencia C-392-00.

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia

C-392-00  de  6  de  abril  de  2000,  Magistrado  Ponente  Dr.  Antonio  Barrera

Carbonell.

ARTICULO 6o. El artículo 78 del Decreto 2700 de 1991, quedará así: "Artículo 78. División territorial para
efectos del juzgamiento. El territorio nacional se divide, para efectos del juzgamiento, en distritos, circuitos
y municipios. La Corte Suprema de Justicia tiene competencia en todo el territorio nacional.
Los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, en el correspondiente distrito.

Los Jueces penales de circuito especializados, penales de circuito y promiscuos de circuito en su respectivo

circuito. Los Jueces Penales y promiscuos municipales, en el respectivo municipio".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 7o. *Artículo INEXEQUIBLE*



*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril

de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

*Texto original de la Ley 504 de 1999: *

ARTICULO 7o. El artículo 17 del Decreto-ley 2790 de 1990, adoptado como legislación permanente por el

artículo 3o. del Decreto 2271 de 1991 quedará así:

"Artículo  17.  En  los  delitos  a  que  se  refiere  la  presente  ley  el  Ministro  de  Justicia  y  del  Derecho

oficiosamente, o a petición de parte procesal, podrá variar la radicación del proceso cuando existan serios

motivos para deducir que está en peligro la integridad personal del juez o existan circunstancias que

puedan afectar el orden público o la administración de justicia".

 
ARTICULO 8o. El inciso 2o. del artículo 89 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:

"Artículo 89. Competencia por razón de la conexidad y el factor subjetivo. Cuando se trate de conexidad

entre hechos punibles de competencia del juez penal de circuito especializado y cualquier otro funcionario

judicial, corresponderá el juzgamiento a aquél".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 9o.  El  inciso 2o.  del  artículo  96 del  Decreto 2700 de 1991,  quedará así:  "Artículo  96.
Competencia. Si se trata de procesos de competencia de jueces penales de circuito especializados, y de
otros  jueces,  deberá  acumular  los  procesos  el  juez  de  circuito  especializado,  aunque  la  resolución
acusatoria se haya ejecutoriado con posterioridad".
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 10. El artículo 126 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:



"Artículo 126. Fiscales delegados ante los Jueces Penales de Circuito especializados. Corresponde a los

fiscales delegados ante los Jueces Penales de Circuito Especializados: Investigar, calificar y acusar, si a ello

hubiere lugar, los delitos cuyo juzgamiento esté atribuido en primera instancia a los jueces penales de

circuito especializados".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 11. El numeral 2o. del artículo 135 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:

"Artículo 135. Funciones Especiales del Ministerio Público.

2. Intervenir en las actuaciones en las que se establezca la protección de los testigos, garantizando el

cumplimiento de la ley".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 12.  *Artículo INEXEQUIBLE*
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril

de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

*Texto original de la Ley 504 de 1999*

ARTICULO 12. Los incisos 3o. y 4o. del artículo 156 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:

"Artículo 156. Utilización de medios técnicos. En los procesos de competencia de los Jueces Penales de

Circuito Especializados, podrán utilizarse los mecanismos técnicos que se estimen eficaces para

garantizar la protección y reserva de la identidad de los testigos y fiscales, que excepcionalmente hayan

sido autorizados por la ley".



ARTICULO 13. *Artículo INEXEQUIBLE*
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril

de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

*Texto original de la Ley 504 de 1999*

ARTICULO 13. El artículo 158 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:

"Artículo 158. Protección de la identidad de funcionarios. En los procesos por los delitos mencionados en

los numerales 4o., 6o., 9o., 10, 11 y 14 del artículo 5o. de esta ley el Fiscal General de la Nación, previo

concepto del Ministerio Público, atendidas graves circunstancias que pongan en peligro la vida o la

integridad de los fiscales, podrá reservar la identidad del fiscal correspondiente en la etapa de

investigación previa y la instrucción. En todo caso, la audiencia pública durante la etapa del juicio se

realizará con un fiscal distinto a aquél que realizó la instrucción y cuya identidad no se hubiere reservado.

La determinación acerca de la reserva de identidad de un fiscal será discrecional del Fiscal General de la

Nación".

ARTICULO 14. *Artículo INEXEQUIBLE*
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril

de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

*Texto original de la Ley 504 de 1999*

ARTICULO 14. El inciso primero del artículo 186 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:

"Artículo  186.  Providencias  que  deben  notificarse.  Además  de  las  señaladas  expresamente  en  otras

disposiciones, se notificarán las siguientes providencias: Las providencias interlocutorias, la que pone en

conocimiento de las partes la prueba trasladada o el dictamen de peritos, el auto que ordena la práctica

de pruebas en el juicio, el que señala día y hora para la celebración de la audiencia, la providencia que

declara desierto el recurso de apelación y la que fija fecha en segunda instancia para la sustentación del

recurso, el auto que ordena el traslado para pruebas dentro de la acción de revisión, las providencias que

deniegan los recursos de apelación y de casación, y las sentencias".

ARTICULO 15. *Artículo INEXEQUIBLE*



*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril

de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

*Texto original de la Ley 504 de 1999*

ARTICULO 15. El inciso 2o. del artículo 247 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:

"Artículo  247.  Prueba  para  condenar.  En  los  procesos  que  conocen  los  Jueces  Penales  de  Circuito

Especializado no se podrá dictar sentencia condenatoria que tenga como único fundamento uno o varios

testimonios de personas cuya identidad se hubiere reservado.

 
ARTICULO 16. El artículo 251 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:

"Artículo  251.  Contradicción.  Los  sujetos  procesales  podrán  solicitar  pruebas  y  controvertirlas  en  la

investigación, previa la instrucción y el juzgamiento.

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 17.  *Artículo INEXEQUIBLE*
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril

de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

*Texto original de la Ley 504 de 1999*

ARTICULO 17. El artículo 293 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:



"Artículo 293. Reserva de la identidad del testigo. Cuando se trate de procesos de conocimiento de los

jueces  penales  de  circuito  especializados  y  las  circunstancias  lo  aconsejen,  se  podrá  autorizar  la

protección de los testigos, de acuerdo con las normas que regulan el Programa de Protección para

Víctimas y Testigos, de la Fiscalías General de la Nación.

Cuando especiales circunstancias pongan en grave peligro la vida o la integridad personal del testigo,

previa evaluación del Fiscal Delegado, el Fiscal General de la Nación, mediante resolución motivada y

previo concepto del agente del Ministerio Público, el que deberá rendirse en 48 horas, excepcionalmente

podrá autorizar que los testigos coloquen la huella dactilar en su declaración, en lugar de su firma.

Contra la resolución del Fiscal General de la Nación que niegue la reserva de la identidad del testigo,

procederá el recurso de reposición por parte del agente del Ministerio Público, que se resolverá de plano.

En caso de que se autorice la reserva de identidad, el Ministerio Público certificará, junto con el fiscal que

practique la diligencia, que dicha huella corresponde a la persona que declaró. En el texto del acta, que

se agregará al expediente, se omitirá la referencia al nombre de la persona y se dejará constancia de la

reserva de la identidad del testigo y del destino que se dé a la parte reservada del acta, en la que se

señalará la identidad del declarante y todos los elementos que sean necesarios para la crítica de la

prueba.  La parte reservada del  acta llevará la  firma y huella  digital  del  testigo,  así  como las  firmas del

fiscal y del agente del Ministerio Público.

El funcionario judicial en presencia del Ministerio Público advertirá al testigo que debe dar sus respuestas

en forma tal que no revele su identidad. En todo caso las repuestas se consignarán textualmente.

Las disposiciones precedentes se aplicarán en todo caso sin perjuicio de las reglas sobre confrontación de

testimonios  contenidas  en  tratados  públicos  de  derechos  humanos  ratificados  por  Colombia,  ni  del

derecho de contradicción de la prueba en la investigación y en el juicio que garantiza el artículo 29 de la

Constitución Política.

El  defensor  tendrá  derecho  a  que  se  practique  diligencia  de  ampliación  del  testimonio  y  a

contrainterrogar en ella al declarante. En estos casos, el funcionario que se encuentre conociendo del

proceso se encargará de proteger la reserva del testigo.

La  persona que,  en  condición  de informante  ante  los  organismos de Policía  Judicial,  haya recibido

recompensa o remuneración, no podrá declarar con reserva de identidad".

 
ARTICULO 18.  *Artículo INEXEQUIBLE*
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional



– Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril

de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

*Texto original de la Ley 504 de 1999*

ARTICULO 18. El Decreto 2700 de 1991 tendrá un artículo 293-A del siguiente tenor:

ARTICULO 18. El Decreto 2700 de 1991 tendrá un artículo 293-A del siguiente tenor:

"Artículo 293 A. Levantamiento de la reserva de la identidad del testigo. La reserva de identidad del

testigo se podrá levantar a petición del mismo, caso en el cual el funcionario competente le explicará las

consecuencias de su solicitud.

Una vez se levante la reserva de identidad, en la misma diligencia se dejará constancia de la clave con la

cual actuaba".

 
ARTICULO 19. El inciso 1o. del artículo 324 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:

"Artículo 324. Duración de la investigación previa y derecho de defensa. La investigación previa, cuando

exista imputado conocido, se realizará en término máximo de dos (2) meses, vencidos los cuales se dictará

resolución de apertura de investigación o resolución inhibitoria".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 20. El artículo 352 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:

"Artículo 352. A quién se recibe Indagatoria. El funcionario judicial recibirá indagatoria a quien en virtud de

antecedentes y circunstancias consignadas en la actuación, o por haber sido capturado en flagrante hecho

punible, considere autor o partícipe de la infracción penal".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 21. El inciso 2o. del artículo 373 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:



"Artículo 373. Captura en flagrancia de servidor público. Después de practicada cualquiera de las diligencias

mencionadas en el inciso anterior, será puesto inmediatamente en libertad y se tomarán las medidas

necesarias para evitar que eluda la acción de la justicia. Cuando se trate de delitos de competencia de los

jueces penales de circuito especializados, el servidor público continuará privado de la libertad, pero el

funcionario judicial resolverá su situación jurídica inmediatamente".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 22. El inciso 2o. del artículo 374 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:

"Articulo 374. Privación de la libertad de servidor público. Sin embargo, si se trata de delitos a los que se

refiere el articulo 71 del presente Código se procederá en todos los casos a la privación de la libertad".

 *Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 23. El inciso 2o. del artículo 386 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:

"Artículo 386. Término para recibir indagatoria. Cuando un delito de competencia de los jueces penales de

circuito especializados, suceda en lugar distinto a la sede del fiscal delegado, el  fiscal del lugar al  cual la

unidad de Policía entregue las diligencias, deberá avocar la investigación e indagará a los imputados

enviando las diligencias inmediatamente a la Dirección de Fiscalías correspondiente".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 24. El inciso 3o. del articulo 387 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:

"Artículo  387.  Definición  de  la  situación  jurídica.  En  los  delitos  de  competencia  de  los  jueces  penales  de



circuito especializados, recibida la indagatoria, el fiscal definirá la situación jurídica dentro de los diez (10)

días siguientes, si aquella hubiere sido recibida por un fiscal de sede distinta a la suya. Si es necesaria la

práctica de alguna prueba y el  término anterior  resultare insuficiente,  el  término para definir  la  situación

jurídica será de veinte (20) días".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Mediante Sentencia C-310-02 de 30 de abril de 2002, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil, la

Corte Constitucional  declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-392-00 de 6 de abril de 2000,

Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell, por la cual se declaró la EXEQUIBILIDAD del artículo 24

de la Ley 504 de 1999. Y en consecuencia, se declara EXEQUIBLE del artículo 13 transitorio de la Ley 600

de 2000.

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 25. El numeral l del artículo 397 del Decreto 2700 de 1991, quedará así:

"Artículo 397. De la detención.

1. Para todos los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Mediante Sentencia C-774-01 de 25 de julio de 2001, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil, la

Corte Constitucional  declaró estése a lo resuelto en la Sentencia C-392-00

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 26. *
Artículo INEXEQUIBLE*
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Mediante Sentencia C-774-01 de 25 de julio de 2001, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil, la

Corte Constitucional  declaró estése a lo resuelto en la Sentencia C-392-00



– Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril

de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

*Texto original de la Ley 504 de 1999*

ARTICULO 26.  El inciso 2o. del articulo 409 del Decreto 2700 de 1991, quedara así:

"Artículo 409. Detención parcial en el lugar de trabajo o domicilio. De este beneficio quedan excluidos en

todo caso los sindicados por los delitos a los que se refiere el artículo 71 de este Código".

 
ARTICULO 27. *

Artículo INEXEQUIBLE, salvo su parágrafo*

El numeral 3o. y el parágrafo del artículo 415 del Código de Procedimiento Penal quedarán así:

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado INEXEQUIBLE, salvo su parágrafo que se declara EXEQUIBLE, por la Corte

Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio

Barrera Carbonell.

*Texto original de la Ley 504 de 1999*

ARTICULO 27. El numeral 3o. y el parágrafo del artículo 415 del Código de Procedimiento Penal quedarán

así:

"Artículo 415. Causales de Libertad Provisional.

3. Cuando se dicte en primera instancia preclusión de la investigación, cesación de procedimiento o

sentencia absolutoria.

En los procesos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados la libertad provisional

procederá siempre y cuando no se hubiere interpuesto recurso de apelación por parte del Fiscal Delegado

o del agente del Ministerio Público. En el evento en que se hubiere interpuesto el recurso de apelación, la

libertad provisional sólo se concederá una vez confirmada la decisión de primera instancia por el superior.

En todo caso, si el recurso no se resuelve dentro de los treinta (30) hábiles siguientes, a partir del día en

que entre al despacho del funcionario, se concederá la libertad provisional.

 
PARÁGRAFO. En los procesos que conocen los jueces penales de circuito especializados, para que proceda



la libertad provisional, los términos previstos en los numerales 4o. y 5o. de este artículo se duplicarán. La

inobservancia de los términos establecidos en este artículo se considerará falta gravísima y se sancionará

con la destitución del cargo".

 

ARTICULO 28. El artículo 453 del Decreto 2700 de 1991 tendrá un inciso 3o. del siguiente tenor:

"Artículo 453. Dirección de la Audiencia Pública. La audiencia pública se celebrará con las medidas de

seguridad y protección que el Juez considere necesarias. Las autoridades atenderán oportunamente las

solicitudes que se les formulen en tal sentido.

En caso de requerirlo el juez deberá solicitar el apoyo de la fuerza pública en el lugar de la audiencia

pública".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

 
ARTICULO 29. El numeral 5o. del artículo 147 de la Ley 65 de 1993 quedará así:

"Artículo 147. Permiso hasta de setenta y dos (72) horas.

5o. Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los

delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Mediante Sentencia C-708-02 de 3 de septiembre de 2002, Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba

Triviño, la Corte Constitucional  declaró estese a lo resuelto en la Sentencia C-392-00.

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

 
ARTICULO 30. En inciso 2o. del artículo 150 de la Ley 65 de 1993 quedará así:



"Artículo 150. Incumplimiento de las obligaciones. En caso de condenados que se encuentren sindicados o

condenados  por  hechos  punibles  cometidos  durante  el  tiempo de  reclusión  no  podrán  gozar  de  los

beneficios de establecimiento abierto.

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 31. El parágrafo del artículo 6o. de la Ley 282 de 1996 quedará así:

"Artículo 6o. Atribuciones especiales del fiscal delegado.

PARÁGRAFO.  De  las  investigaciones  preliminares  en  curso  continuarán  conociendo  los  fiscales  a  cuyo

cargo se encuentren radicados las diligencias a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, salvo

que el Director Seccional de Fiscalías disponga lo contrario.

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 32. Los funcionarios judiciales que venían prestando sus servicios a la justicia regional y los

testigos vinculados a programas de protección que intervinieron en procesos sometidos a su conocimiento,

tendrán prelación para que se les preste seguridad por parte del Fondo de Seguridad de la Rama Judicial y

el  Ministerio Público o de la Oficina de Protección de Víctimas, testigos y funcionarios de la Fiscalía,  cada

uno de ellos dentro del ámbito de su competencia.

La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y el Fiscal General de la Nación, según el caso,

reglamentarán lo atinente a la custodia y conservación de las providencias, actas y demás documentos que

tengan carácter reservado.

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional



– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO  33.  En  los  procesos  por  los  delitos  de  competencia  de  los  jueces  penales  de  circuito

especializados que a la vigencia de la presente ley se encuentren con resolución de acusación ejecutoriada

y no se hubiere vencido el término para presentar alegatos de conclusión, el juez competente aplicará el

trámite ordinario previsto en el Título I del Libro III del Código de Procedimiento Penal.

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 34. El inciso 2o. del artículo 14 de la Ley 333 de 1996 quedará así:

"Artículo 14. De la competencia. Concederán de la extinción del dominio los Fiscales Delegados ante los

Jueces  Penales  de  Circuito  Especializados  y  el  supervisor  de  éstos  en  los  asuntos  penales  de  su

competencia y, en los demás casos, la Fiscalía adscrita a la Unidad Especializada, o la que determine el

Fiscal General de la Nación, así como los Jueces Penales de Circuito Especializados o el Juez Penal del

Circuito que está conociendo de la actuación.

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Mediante Sentencia C-1708-00  de 12 de diciembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Álvaro Tafur

Galvis, la Corte Constitucional  declaró estése a lo resuelto en la Sentencia C-409-97

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 35. *
Incisos 1o. y 2o. INEXEQUIBLES*
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Mediante Sentencia C-774-01 de 25 de julio de 2001, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil, la

Corte Constitucional  declaró estése a lo resuelto en la Sentencia C-392-00



– Incisos 1o. y 2o. declarados INEXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de

6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

*Texto original de la Ley 504 de 1999.*

*INCISO 1o.*

 Adiciónese a los artículos 68 numeral 2o., 218 inciso 1o. y 235 inciso 3o. del Decreto 2700 de 1991 la

expresión "Tribunal Superior de Santa Fe de Bogotá, D. C., o el Tribunal Superior que cree la ley para el

conocimiento de la segunda instancia de los procesos por los delitos de competencia de los jueces

penales de circuito especializado".

*INCISO 2o.*

 Sustitúyase en los artículos 78, 86, 106, 118, 121A numeral 4o. y 123 numerales 4o. y 5o. del Código de

Procedimiento Penal la expresión "Tribunal Nacional" por la expresión "Tribunal Superior de Santa Fe de

Bogotá, D. C., o el Tribunal Superior que cree la ley para el conocimiento de la segunda instancia de los

procesos por los delitos de competencia de los jueces penales de circuito especializado".

 
Sustitúyase en los artículos 66, 67, 68 numeral 5o., 78, 118, 134, 206, 217, 339 incisos 1o. y 3o., 388 inciso

2o., 399 y 542 inciso 2o. del Decreto 2700 de 1991 la expresión "Juez Regional" por "Juez Penal de

Circuito Especializados".

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Mediante Sentencia C-774-01 de 25 de julio de 2001, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil, la

Corte Constitucional  declaró estése a lo resuelto en la Sentencia C-392-00

– Inciso 3o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril

de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 36. Transitorio. *

Aparte tachado INEXEQUIBLE*

 Los documentos y demás efectos administrados por el Tribunal Nacional, la Unidad de Fiscalía Delegada

ante el Tribunal Nacional y las Direcciones Regionales de Fiscalías, pasarán a los Tribunales Superiores de

Distrito Judicial competentes conforme al artículo 35 de esta ley y a las direcciones seccionales de Fiscalías,

del  cuerpo  técnico  de  investigación  y  administrativo  y  financiero  de  los  distritos  judiciales  donde  se

radiquen  los  respectivos  procesos.

*Nota Jurisprudencia *



Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE, salvo el aparte tachado que se declara INEXEQUIBLE,  por la Corte

Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio

Barrera Carbonell.

ARTICULO 37. *Artículo INEXEQUIBLE*
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril

de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

*Texto original de la Ley 504 de 1999:*

ARTICULO 37.  Transitorio. Adscríbase a la Sala Penal del Tribunal Superior de Santa Fe de Bogotá, el

conocimiento de los procesos de que actualmente conoce el Tribunal Nacional, y de los que conozca

hasta el 1o. de julio de 1999. La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá crear una

sala especial  de descongestión,  conforme al  artículo 63 de la Ley 270 de 1996,  para efectos del

conocimiento de los procesos a que se refiere el artículo 5o. de la presente ley.

 
ARTICULO 38. *Artículo INEXEQUIBLE*
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril

de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

*Texto original de la Ley 504 de 1999:*

ARTICULO 38.  Transitorio. Las actuaciones procesales que viene conociendo la Unidad de Fiscalía Delegada ante el

Tribunal Nacional en segunda instancia pasarán en el estado en que se encuentren a la Unidad de Fiscalía Delegada ante

la Sala Penal Especial del Tribunal Superior de Bogotá, esta Fiscalía Delegada ante la Sala de Descongestión también

conocerá de las actuaciones procesales que se hubieren iniciado antes del 1o. de julio de 1999 y lleguen a trámite de

segunda instancia. Las actuaciones procesales de primera instancia que viene conociendo la Unidad de Fiscalía Delegada

ante el Tribunal Nacional pasarán, en el estado en que se encuentren, a las Unidades de Fiscalías delegadas ante los

Tribunales Superiores de Distrito Judicial competentes por el factor territorial. Las actuaciones procesales que vienen

conociendo los fiscales delegados ante los jueces regionales pasarán, en el estado en que se encuentren, a las unidades

de Fiscalía Delegadas ante los Jueces Penales de Circuito Especializados que designe el Fiscal General de la Nación.



 
ARTICULO 39.  Transitorio.  Los  procesos  que a  la  entrada en vigencia  de  la  presente  ley  estén en

conocimiento de la Justicia Regional por delitos no previstos en el artículo 5o. de esta ley, se continuarán

tramitando ante los Jueces Penales de Circuito competentes por el factor territorial.

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 40. Transitorio. *

Aparte tachado INEXEQUIBLE*

 Los funcionarios y empleados que a la vigencia de la presente ley se encuentran vinculados a la Justicia

Regional se integrarán en provisionalidad a los cargos correspondientes de los Jueces Penales de Circuito

Especializados y de los Fiscales Delegados ante los Jueces Penales de Circuito Especializados. Una vez entre

a regir la ley que cree el Tribunal Superior Nacional, los funcionarios y empleados que a la vigencia de esta

ley se encuentren vinculados al Tribunal Nacional y ante la Unidad de Fiscalía Delegada ante el Tribunal

Nacional serán designados en provisionalidad para desempeñar los cargos correspondientes del Tribunal

Superior Nacional y de la Unidad de Fiscalía Delegada ante el Tribunal Superior Nacional, de acuerdo con la

distribución que realice la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y el Fiscal General de la

Nación conforme a las disposiciones constitucionales y legales vigentes sobre el particular.

Mientras entra en vigencia  la  ley que crea el  Tribunal  Superior  Nacional,  los  actuales  Magistrados y

empleados  del  Tribunal  Nacional  y  Fiscales  de  la  Unidad  Delegada  ante  el  Tribunal  Nacional  y  los

empleados de la misma, serán designados en provisionalidad ante la Sala Penal del Tribunal Superior de

Santa Fe de Bogotá y ante la Unidad de Fiscalía Delegada ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de

Santa Fe de Bogotá, D. C.

*Notas de Vigencia*

Corte Constitucional

– Artículo declarado INEXEQUIBLE, salvo la expresión en negrilla que se declara EXEQUIBLE,  por la Corte

Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio

Barrera Carbonell.

 
ARTICULO 41.  Autorízase al  Gobierno Nacional para realizar los traslados y adiciones presupuestales



necesarios con el fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en esta ley.

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 42. Transitorio. *Aparte tachado INEXEQUIBLE*

 En los procesos en los que se hubieren recibido testimonios con reserva de identidad, se mantendrá la

reserva sobre la identidad del testigo y estas pruebas se someterán a los principios generales de valoración

probatoria establecidas en el Código de Procedimiento Penal.

Salvo los casos de investigación penal o disciplinaria contra el funcionario correspondiente, se mantendrá

su reserva de identidad a aquellos que actuaron en los procesos de competencia de los Jueces Regionales.

No obstante, a partir del 1o. de julio de 1999, estos procesos se tramitarán sin que el funcionario que

avoque su conocimiento posea reserva de identidad, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo

158 de este Código.

*Notas de Vigencia*

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE, salvo el aparte tachado que se declara INEXEQUIBLE,  por la Corte

Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio

Barrera Carbonell.

 
ARTICULO 43. *Artículo INEXEQUIBLE*
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril

de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

*Texto original de la Ley 504 de 1999*

ARTICULO 43. Transitorio. A partir de la entrada en vigor de la Ley Estatutaria que crea el Tribunal Superior Nacional estos funcionarios

serán competentes para conocer de los delitos contenidos en el artículo 5o. de la ley y darán aplicación al procedimiento señalado en esta

ley a los procesos que se encuentran conociendo.



 
ARTICULO 44. *Artículo INEXEQUIBLE*
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril

de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

*Texto original de la Ley 504 de 1999*

ARTICULO 44. El artículo 441 del Decreto 2700 de 1991 tendrá un inciso adicional del siguiente tenor:

En los procesos que conocen los Jueces Penales de Circuito Especializados no se podrá dictar resolución

de acusación que tenga como único fundamento uno o varios testigos de personas cuya identidad se

hubiera reservado 

 
ARTICULO 45. *Aparte tachado INEXEQUIBLE*

 El Procurador General de la Nación presentará un informe anual al Congreso de la República evaluando el

cumplimiento del debido proceso y el respeto de los derechos humanos de los sindicados dentro de esta

jurisdicción especial.

*Notas de Vigencia*

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE, salvo el aparte tachado que se declara INEXEQUIBLE,  por la Corte

Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio

Barrera Carbonell.

ARTICULO 46. En caso de violación del debido proceso que afecte la libertad de los imputados o violación

de los términos contemplados en esa ley, el funcionario responsable incurrirá en falta gravísima.

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 47. *



Aparte tachado INEXEQUIBLE*

 El artículo 124 del Código de Procedimiento Penal quedará así:

"Artículo 124. Competencia durante la instrucción. Corresponde a los Fiscales delegados ante el Tribunal

Superior de Santa Fe de Bogotá, D. C., o ante el Tribunal Superior que cree la ley para el conocimiento de la

segunda instancia  de los  procesos por  los  delitos  de competencia  de los  Jueces Penales  de Circuito

Especializados:

1.  Conocer  en  segunda  instancia  de  las  decisiones  proferidas  por  los  fiscales  delegados  ante  los  Jueces

Penales de Circuito Especializados.

2. Asignar el conocimiento de la instrucción cuando se presente conflicto entre los fiscales delegados ante

los Jueces Penales de Circuito Especializados.

3.  Decidir  sobre  las  recusaciones  no  aceptadas  por  los  fiscales  delegados  ante  los  Jueces  Penales  de

Circuito  Especializados.

*Notas de Vigencia*

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE, salvo el aparte tachado que se declara INEXEQUIBLE,  por la Corte

Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio

Barrera Carbonell.

ARTICULO 48. *

Aparte tachado INEXEQUIBLE*

 El artículo 69 del Código de Procedimiento Penal quedará así:

"Artículo 69. Competencia durante el juicio. A los Magistrados de la Sala Penal del Tribunal Superior de

Santa Fe de Bogotá, D. C., o al Tribunal Superior que cree la ley para el conocimiento de la segunda

instancia de los procesos por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados, le

corresponde conocer:

1. En segunda instancia, de los recursos de apelación y de hecho en los procesos que conocen en primera

instancia los Jueces Penales de Circuito Especializados.

2. De la acción de revisión contra las sentencias ejecutoriadas proferidas por los Jueces Penales de Circuito

Especializados.

*Notas de Vigencia*



Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE, salvo el aparte tachado que se declara INEXEQUIBLE,  por la Corte

Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio

Barrera Carbonell.

 
ARTICULO 49. Las normas incluidas en la presente ley tendrán una vigencia máxima de ocho (8) años. A
mitad de tal período, el Congreso de la República hará una revisión de su funcionamiento y si lo considera
necesario, le hará las modificaciones que considere necesarias.
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 50. El artículo 313 del Código de Procedimiento Penal tendrá un inciso final del siguiente tenor:

En ningún caso los informes de la Policía Judicial y las versiones suministradas por informantes tendrán

valor probatorio en el proceso.

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Mediante Sentencia C-1315-00 de 26 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr.Alvaro Tafur

Galvis, la Corte Constitucional  declaró estése a lo resuelto en la Sentencia C-392-00.

– Mediante Sentencia C-793-00 de 29 junio de 2000, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro Naranjo Mesa, la

Corte Constitucional  declaró estése a lo resuelto en la Sentencia C-392-00.

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

 
ARTICULO 51.  Lo  dispuesto  en  el  inciso  final  del  artículo  81  de  la  Ley  190  de  1995  se  aplicará  a  los
procesos por los delitos de que trata la presente ley.
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.



ARTICULO 52. Derogatorias. La presente ley deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en

especial las contenidas en los artículos 214 inciso 3o., 415 parágrafo y 457 del Decreto 2700 de 1991.

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

ARTICULO 53. Vigencia. La presente ley rige a partir del 1o. de julio de 1999.
*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-392-00 de 6 de abril de

2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

 

FABIO VALENCIA COSSIO

El Presidente del honorable Senado de la República

 
MANUEL ENRÍQUEZ ROSERO

El Secretario General del honorable Senado de la República

 
EMILIO MARTÍNEZ ROSALES

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes 

 
GUSTAVO BUSTAMANTE MORATTO

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes

 
REPUBLICA DE COLOMBIA, GOBIERNO NACIONAL

 
PUBLÍQUESE Y EJECÚTESE

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 25 de junio de 1999

 
ANDRÉS PASTRANA ARANGO

 
NÉSTOR HUMBERTO MARTÍNEZ NEIRA



El Ministro del Interior

 
NÉSTOR HUMBERTO MARTÍNEZ NEIRA

El Ministro del Interior encargado de las funciones

del Ministro de Justicia y del Derecho

 

 

LEY 503 DE 1999
LEY 503 DE 1999

 

LEY 503 DE 1999
(junio 18)

Diario Oficial No 43.611, de 23 de junio de 1999

EL CONGRESO DE COLOMBIA

Por medio de la cual se declara Monumento Nacional el Templo Parroquial de San

Sebastián, en el Municipio de Morales, Departamento de Bolívar.

 
DECRETA:

ARTÍCULO 1o. Declárase Monumento Nacional el Templo Parroquial de San Sebastián,

ubicado en el Municipio de Morales, Departamento de Bolívar.

 
ARTÍCULO 2o. Este Templo como Monumento Nacional será objeto de especial cuidado

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-503-de-1999/


y conservación por parte de la Administración Local, Departamental y Nacional;

para  lo  cual,  en  sus  respectivos  presupuestos  anuales,  se  asignarán  sendas

partidas presupuestadas para su mantenimiento y conservación.

 
ARTÍCULO 3o. Las partidas asignadas según el artículo anterior, serán giradas al

Municipio de Morales y administradas por la Junta de Conservación del Monumento

Nacional, que para efecto de esta Ley se crea. El control fiscal lo ejercerán las

Contralorías respectivas.

 
ARTÍCULO 4o. La Junta de Conservación del Monumento Nacional Templo Parroquial de

San Sebastián, previsto en el artículo anterior, estará conformada por:

1- El Alcalde de Morales o su delegado.

2- El Secretario de Obras Públicas Municipal.

3- El Párroco de la Iglesia de San Sebastián, quien además será el Secretario de

la Junta.

4-  Un  Representante  del  Consejo  Económico  Parroquial  de  la  Iglesia  de  San

Sebastián, escogido democráticamente entre sus miembros.

5- El Director de la Casa de la Cultura de Morales, Bolívar.

6- Un Representante de la Comunidad Católica de Morales, Bolívar.

7- Un Representante de la Academia de Historia del Departamento de Bolívar,

escogido por su Mesa Directiva.

PARÁGRAFO: Esta Junta recopilará la historia religiosa, espiritual, cultural y

sociológica del Templo Parroquial de San Sebastián de Morales -Bolívar- y de

todos los aspectos relacionados con el desarrollo de la Iglesia Católica en la

región, para lo cual contará con un presupuesto asignado de manera independiente

por el Ministerio de Educación Nacional, la Secretaría de Educación de Bolívar y

el Municipio de Morales, respectivamente.

De dicha recopilación, una vez aprobada por la Junta de Conservación de Monumento



Nacional  Templo  Parroquial  de  San  Sebastián,  se  editará  dos  mil  (2.000)

ejemplares, con cargo al Fondo de Publicaciones de la Cámara de Representantes y

contratada por ésta.

 
ARTÍCULO 5o. A la entrada principal del Templo Parroquial de San Sebastián de

Morales, se colocará una placa de mármol con el texto de la presente ley, el

nombre de autor, así como también los fundadores y gestores del templo; lo mismo

que los nombres de los párrocos que a lo largo de su historia lo han regentado.

 
ARTÍCULO 6o. La presente ley rige a partir de su promulgación.

 
FABIO VALENCIA COSSIO.

El Presidente del honorable Senado de la República,

 
MANUEL ENRÍQUEZ ROSERO.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

 
EMILIO MARTÍNEZ ROSALES.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

 
GUSTAVO BUSTAMANTE MORATTO.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA –GOBIERNO NACIONAL

 
 

PUBLÍQUESE Y EJECÚTESE.

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 18 de junio de 1999.

 
ANDRÉS PASTRANA ARANGO



 
JUAN CAMILO RESTREPO SALAZAR.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

 
GERMÁN ALBERTO BULA ESCOBAR.

El Ministro de Educación Nacional,

 
ALBERTO CASAS SANTAMARÍA.

El Ministro de Cultura,

 

LEY 502 DE 1999
LEY 502 DE 1999

 

LEY 502 DE 1999
(junio 18)

Diario Oficial No 43.611, de 23 de junio de 1999

Por medio de la cual se aprueba el "Tratado General de Cooperación entre la

República de Colombia y la República Italiana", concluido en Roma el veintinueve

(29) de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro (1994).

*Resumen de Notas de Vigencia*

NOTAS DE VIGENCIA:

https://www.dmsjuridica.com/buscador_20179478954/legislacion/leyes/2020/11/24/ley-502-de-1999/


2. Tratado promulgado por el Decreto 366 de 2002, publicado en el Diario Oficial

No 44.734, de 9 de marzo de 2002.

1.  Ley  declarada  EXEQUIBLE  por  la  Corte  Constitucional  mediante  Sentencia

C-160-00 de 23 de febrero de 2000, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro Naranjo

Mesa.

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA

Visto el texto del "Tratado General de Cooperación entre la República de Colombia y la República Italiana",

concluido en Roma el veintinueve (29) de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro (1994), que a la

letra  dice: (Para ser  transcrito:  Se adjunta fotocopia  del  texto  íntegro del  Instrumento Internacional

mencionado,  debidamente  autenticado  por  el  Jefe  de  la  Oficina  Jurídica  del  Ministerio  de  Relaciones

Exteriores).

 
TRATADO GENERAL DE COOPERACIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LA REPÚBLICA

ITALIANA

Premisas

El Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República Italiana, quienes en adelante se

denominarán las Partes;

Manifestando su deseo de reforzar y profundizar las tradicionales relaciones de amistad y de cooperación

existentes entre los dos países;

Reconociendo la coincidencia de intereses existentes entre las dos naciones y su estricta adhesión a los

principios del derecho internacional generalmente reconocidos y contenidos en la Carta de las Naciones

Unidas y en otros instrumentos internacionales;

En el convencimiento de que el crecimiento económico de los países contribuirá a la estabilidad política y

social, a reforzar las instituciones democráticas y a lograr un más alto nivel de vida;

Conocedores  de  la  importancia  que  reviste  la  cooperación  internacional  al  desarrollo  del  mundo

contemporáneo y del papel que ella desempeña sobre las dos Partes;

Teniendo en cuenta la presencia de una activa colectividad de origen italiano o de tal nacionalidad en

Colombia  cuya  contribución  en  los  diferentes  aspectos  del  desarrollo  constituye  un  impulso  para

incrementar las relaciones y los vínculos ítalo-colombianos;



Considerando que el ámbito institucional y el desarrollo de las relaciones entre Colombia y la Unión Europea

permiten integrar y enriquecer los mecanismos de cooperación entre los dos países;

Invocando el contenido de los Acuerdos Internacionales estipulados en el sector de la cooperación y en

particular  el  contenido  del  Acuerdo  de  Cooperación  Técnica  y  Científica  del  30  de  marzo  de  1971  y  del

Acuerdo de Cooperación Económica, Industrial y Técnica del 6 de mayo de 1987;

 
Han acordado lo siguiente:

 
CAPITULO I.

ARTÍCULO 1o. OBJETIVOS. Las Partes se ocuparán para reforzar la cooperación bilateral en el ámbito

político,  económico,  técnico-científico,  cultural  y  jurídico  mediante  las  modalidades  establecidas  en  el

presente  Tratado  General.

 
 

CAPITULO II.

COOPERACIÓN POLÍTICA.

ARTÍCULO 2o. OBJETIVOS.  Para reforzar una mayor cooperación política las Partes deciden realizar

consultas políticas regulares a alto nivel sobre temas bilaterales e internacionales de interés recíproco, con

particular referencia, entre los demás temas, al diálogo político entre la Unión Europea y la América Latina.

 
 

CAPITULO III.

COOPERACIÓN ECONÓMICA.

ARTÍCULO 3o. OBJETIVOS. Con el fin de contribuir al desarrollo de las dos economías y de los respectivos

niveles de vida, las Partes adoptarán las medidas necesarias para consolidar las relaciones bilaterales sobre

todo en materia de finanzas, de promoción del intercambio económico, de inversiones y de transferencia de

tecnología.



 
ARTÍCULO 4o. COOPERACIÓN FINANCIERA.

1o. Con el propósito de favorecer el desarrollo de la cooperación entre los dos países, la parte italiana

examinará  la  posibilidad  de  activar  instrumentos  adecuados  y  mecanismos  financieros  que  faciliten  la

realización  de  proyectos  considerados  prioritarios  por  las  dos  Partes.

2o. La Parte italiana prestará particular atención a las posibilidades de cofinanciar aquellos proyectos que

se beneficien de recursos de organismos financieros internacionales o de terceros países.

 
ARTÍCULO 5o. PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LAS INVERSIONES.

1o.  Con  el  fin  de  facilitar  el  flujo  de  las  inversiones,  las  Partes  se  esmerarán  en  negociar  instrumentos

bilaterales adecuados, tales como un acuerdo para la promoción y protección de las inversiones y un

acuerdo para evitar la doble imposición fiscal.

2o. Para el propósito de una promoción de los flujos de inversión entre los dos países, Italia y Colombia se

esmerarán también en participar en los eventuales programas recíprocos de reestructuración productiva e

industrial.

 
ARTÍCULO 6o. PROMOCIÓN DEL INTERCAMBIO ECONÓMICO BILATERAL.  Las Partes promoverán

iniciativas de colaboración económica, tales como:

a) Misiones de empresarios;

b) Participación en ferias o exposiciones nacionales e internacionales;

c) Seminarios temáticos;

d) Investigaciones de mercado;

e) Intercambios de información.

 
ARTÍCULO 7o.  EMPRESAS MIXTAS.  Con  el  objeto  de  ampliar  los  flujos  bilaterales  de  inversión,  ambas

Partes promoverán la creación en Colombia de empresas mixtas, augurando una mayor participación de

capital  y aportación tecnológica italianos en relación con programas de reestructuración productiva e



industrial de tal país.

 
ARTÍCULO 8o. DESARROLLO DE PROYECTOS CONJUNTOS. Proyectos interregionales.

1o. Mediante prioridades establecidas de común acuerdo, las Partes se esmerarán en identificar –con el fin

de su posible financiación– proyectos productivos (project financing) concentrados en la exportación total o

parcial de la producción obtenida, a realizarse a través de la creación de empresas mixtas u otras formas

de inversión.

2o. Para los fines de concesión de créditos, las Partes se comprometen a conferir una atención especial a

los proyectos que utilicen cofinanciación por parte de organismos internacionales o de terceros países.

3o. En tal contexto, las Partes creen que debe darse importancia fundamental al desarrollo de proyectos

interregionales en que estén implicados países de la Unión Europea y países del Grupo de Rio. Italia se

esmerará además en una mayor participación de la Unión Europea sobre todo en aquellos proyectos que

refuercen los acuerdos de integración económica subregional de los que haga parte Colombia.

 
ARTÍCULO 9o. APOYO A LA PEQUEÑA Y MEDIA EMPRESA.

1o. Las Partes concuerdan en cuanto a la oportunidad de promover una mayor colaboración entre las

respectivas pequeñas y medianas empresas.

2o.  A  tal  fin  las  Partes  favorecerán  esquemas  de  promoción  y  difusión  de  las  informaciones  necesarias

también para la creación de pequeñas y medianas empresas con capital conjunto, dando relieve a los

sectores más productivos, a la adquisición de tecnología avanzada y al potenciamiento de los programas de

formación. A tal propósito, se confiará en la cooperación entre las instituciones que operan en el sector del

desarrollo de la pequeña y media empresa de ambos países.

 
 

CAPITULO IV.

PROPIEDAD INTELECTUAL.

ARTÍCULO 10. OBJETIVOS.

1o. Las Partes reconocen que la protección de los derechos de propiedad intelectual es esencial para



favorecer  la  cooperación  económica,  financiera  e  industrial  y  se  ocuparán  para  asegurar  su  tutela  en  el

respeto de los acuerdos internacionales en la materia.

2o.  Con  negociaciones  subsiguientes  las  Partes  fijarán  los  principios  para  la  tutela  de  la  propiedad

intelectual para las actividades conjuntas de investigación previstas por programas, proyectos y actividades

del presente Tratado.

 
CAPITULO V.

COOPERACIÓN AL DESARROLLO.

ARTÍCULO 11. OBJETIVOS.

1. Las Partes dan importancia fundamental a una valorización adecuada de los recursos humanos en sus

planes, programas, proyectos y actividades de cooperación al desarrollo.

2o.  En  el  marco  de  acuerdos  específicos,  la  Parte  italiana  se  esmerará  en  facilitar  la  participación  de

licenciados e investigadores colombianos en cursos de especialización y de perfeccionamiento indicados

por instituciones académicas y científicas italianas.

3. Las Partes colaborarán para contribuir a la elevación de la calidad de vida de la población colombiana y

al aumento de la producción y de la productividad de la economía colombiana, consideradas fórmulas

eficaces para la consolidación de la democracia y del desarrollo integrado.

4.  Las Partes apoyan el  papel  de los órganos no gubernamentales en la cooperación al  desarrollo  y

solicitarán,  en los casos en que parezca conveniente,  su participación en la realización de proyectos

específicos.

 
CAPITULO VI.

COOPERACIÓN TÉCNICA Y CIENTÍFICA.

ARTÍCULO 12. OBJETIVOS.  Las Partes se comprometen a promover la cooperación técnica y científica a

través  del  intercambio  de  científicos  e  investigadores,  al  reforzamiento  de  la  colaboración  entre  las

respectivas  comunidades  científicas,  la  transferencia  de  tecnología  y  otras  formas  de  colaboración

consideradas  idóneas.



 
ARTÍCULO 13. COLABORACIÓN INTERREGIONAL. Las Partes están acordes en cuanto a la importancia

de poner en marcha programas de cooperación, también en coordinación con iniciativas de colaboración

interregional que serán promovidas por la Unión Europea.

 
ARTÍCULO 14. SALVAGUARDA AMBIENTAL.  Las Partes apoyarán los proyectos de cooperación que

apunten a la protección del ambiente entre organismos y centros de investigación de ambos países en el

marco del empeño común a realizar los objetivos de la Agenda 21. Particular atención se dedicará a las

iniciativas operativas de programas nacionales sobre el uso racional de los propios recursos naturales en el

contexto de la protección del ambiente y de la salvaguardia de los ecosistemas, teniendo en cuenta las

estructuras para el intercambio de tecnologías relativas a la contaminación ambiental.

 
CAPITULO VII.

COOPERACIÓN CULTURAL.

ARTÍCULO 15. OBJETIVOS.

1o. Las Partes reafirman el deseo común de reforzar las relaciones culturales bilaterales en el marco de los

acuerdos vigentes entre las mismas y en particular del Acuerdo Cultural del 30 de marzo de 1963.

2o. Las dos Partes tendrán especial cuidado en favorecer la difusión de la respectiva lengua y cultura en el

territorio de la otra Parte, la colaboración en la instrucción y la promoción de eventos culturales y artísticos

de una Parte en el territorio de la otra, también a través de la renovación de protocolos de actuación

plurienal.

 
CAPITULO VIII.

COOPERACIÓN EN MATERIA SOCIAL.

ARTÍCULO  16.  OBJETIVOS.  Las  Partes  afirman  su  deseo  de  mejorar  la  tutela  de  los  derechos  de  los

propios ciudadanos residentes en el territorio de la otra Parte y para tal fin se consultarán con el espíritu de

cooperación para resolver cualquier cuestión de naturaleza social que pueda concernir a los ciudadanos

italianos o a los ciudadanos colombianos legalmente residentes en el territorio de la otra Parte.



 
CAPITULO IX.

COOPERACIÓN EN MATERIA JUDICIAL.

ARTÍCULO  17.  CONVENIOS  BILATERALES  Y  MULTILATERALES.  Con  el  propósito  de  ampliar  la

recíproca colaboración, las Partes examinarán la posibilidad de estipular tratados y acuerdos bilaterales o

de adherir a convenios multilaterales en materia judicial.

 
ARTÍCULO 18. TUTELA DE MENORES. Las Partes concuerdan en cuanto a la necesidad de estudiar y de

actuar toda posible forma de colaboración, también a través de la estipulación de apropiados acuerdos en

materia de tutela de los menores, teniendo en cuenta particularmente a los que tienen doble nacionalidad,

a los hijos de matrimonios mixtos, separados o divorciados y a los que están en estado de adopción.

 
 

CAPITULO X.

LUCHA CONTRA EL NARCOTRÁFICO, LA TOXICO-DEPENDENCIA, EL LAVADO DE DINERO 

PROVENIENTE DE ACTIVIDADES ILÍCITAS Y EL TRÁFICO DE ARMAS.

ARTÍCULO 19. MARCO JURÍDICO.

1.  La  cooperación  bilateral  en  materia  de  lucha  contra  el  narcotráfico  y  contra  la  toxicodependencia  se

enmarcará en el ámbito de los acuerdos y de los convenios a los que han adherido las Partes incluidos los

instrumentos  regionales  sobre  la  materia  y  en  modo  particular  el  Convenio  contra  el  Tráfico  Ilícito  de

Estupefacientes  y  Sustancias  Sicotrópicas  firmado  en  Viena  el  20  de  diciembre  de  1988.

2.  Las Partes colaborarán en la  lucha contra todas las  fases del  narcotráfico y de la  toxicodependencia y

particularmente en relación con:

– La producción, oferta, consumo, demanda y tráfico ilícito de estupefacientes y de sustancias sicotrópicas.

– La prevención del abuso de estupefacientes y de sustancias sicotrópicas.

– El tratamiento y la rehabilitación de los toxicodependientes.

 



ARTÍCULO 20. CONTROL DEL LAVADO. Las Partes se comprometen a adoptar las medidas necesarias en

la  lucha  contra  el  lavado  de  dinero  proveniente  del  tráfico  ilícito  de  estupefacientes  y  de  las  actividades

conexas.

 
ARTÍCULO  21.  PREVENCIÓN,  REPRESIÓN  Y  CONTROL  DEL  CRIMEN.   <Aparte  subrayado

CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE> Las Partes se comprometen a emprender iniciativas conjuntas con el fin

de prevenir, controlar y reprimir el crimen en todas sus formas, y en particular a combatirlo mediante

medidas de secuestro y confiscación de los ingresos derivados del crimen.

*Nota Jurisprudencia *

Corte Constitucional

– Aparte subrayado declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE, por la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-160-00 de 23 de febrero de 2000, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro Naranjo Mesa, " bajo

condición de que se entienda en los términos explicados en la parte motiva de esta Sentencia."

"Una  interpretación  exegética  del  término  "confiscación",  al  encontrarse  ésta  figura  expresamente

prohibida por el artículo 34 de la Constitución, llevaría necesariamente a declarar la inconstitucionalidad

de la totalidad del Convenio, pues, lógicamente, los tratados bilaterales no admiten reservas. En efecto,

una reserva a un tratado bilateral constituiría un desacuerdo entre las dos partes que llevaría a que éste

se tuviera que negociar nuevamente. Sin embargo, aun cuando este tipo de tratados, por su misma

naturaleza,  no admiten reservas,  es  posible  que las  partes,  al  perfeccionarlo,  emitan declaraciones

interpretativas respecto de algunas de sus normas. Estas, en la medida en que sean admitidas por la otra

parte,  constituyen  reglas  generales  de  interpretación  del  instrumento  internacional,  conforme  lo

establece el literal c) del numeral 1º del artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los

Tratados de 1969.

Por ello, de acuerdo con las normas sobre el Derecho de los Tratados, es posible darle un sentido especial

a la palabra confiscación, que sea compatible con nuestro ordenamiento constitucional.  Este sentido está

determinado por el inciso del artículo 34 de la Carta, que establece:

"No obstante, por sentencia judicial, se declarará extinguido el dominio sobre los bienes adquiridos, en

perjuicio del tesoro público o con grave deterioro de la moral social."



Por  tanto,  el  término  "confiscación",  utilizado  en  el  presente  Tratado,  no  puede  entenderse  como  una

acción arbitraria tendiente a privar al titular de un derecho obtenido con arreglo a las leyes, sino, como un

procedimiento que, mediante el lleno de las garantías constitucionales y legales, concluye, a través de

una sentencia judicial, en que el dominio sobre los bienes objeto del proceso se debe extinguir, dado el

vicio que tiene desde su origen."

 
ARTÍCULO 22. CONTROL DEL TRÁFICO DE ARMAS, MUNICIONES Y EXPLOSIVOS.  Las Partes se

comprometen a garantizar colaboración mutua con el propósito de desarrollar instrumentos internacionales

que permitan un control eficaz del tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos.

 
CAPITULO XI.

MECANISMOS DE CONSULTA.

ARTÍCULO 23. COMITÉ DE COORDINACIÓN.

1o. Las Partes acuerdan constituir el Comité de Coordinación Colombia-Italia que será el órgano en el que

se discutirán las líneas generales de cooperación bilateral, además de todas las otras acciones específicas

de cooperación. El Comité tendrá, entre otras, las siguientes funciones:

a) Identificar, proponer, promover y verificar el desarrollo de las iniciativas de interés recíproco;

b) Controlar y evaluar el estado de ejecución del presente Tratado General.

2o. A través de tal mecanismo de consulta las Partes intercambiarán, además, información en cuanto se

refiere a las normas respectivas sobre temas objeto del presente Tratado.

3o. Tal Comité coordinado por los respectivos Ministerios de Relaciones Exteriores, estará compuesto por

las  respectivas  autoridades  competentes  y  se  reunirá  alternativamente  en  los  dos  países  en  fechas

acordadas por vía diplomática.

 
ARTÍCULO 24. RELACIONES CON OTRAS COMISIONES.

1. Con el fin de establecer una coordinación orgánica y una correcta supervisión de la colaboración entre

los dos países, las comisiones mixtas y los órganos previstos por acuerdos vigentes tendrán funciones

decisorias sectoriales según modalidades indicadas por el Comité de Coordinación de que habla el presente

Tratado General.



2. La Comisión Mixta prevista por el Acuerdo Cultural firmado en Roma el 30 de marzo de 1963 continuará

siendo regulada en forma autónoma.

 
ARTÍCULO 25. CONSULTAS SECTORIALES. Las Partes, mediante procedimientos que han de acordarse

entre las respectivas autoridades competentes, emprenderán consultas sobre las problemáticas –aun de

naturaleza técnica– concernientes a los sectores de cooperación regulados por el presente Tratado.

 
CAPITULO XII.

DISPOSICIONES GENERALES.

ARTÍCULO 26. CONSULTAS DE ALTO NIVEL. Con el fin de coordinar y estimular al más alto nivel político

las  actividades  y  la  realización  del  presente  Tratado  General  de  Cooperación,  se  tendrán  consultas

periódicas entre los Ministros de Relaciones Exteriores de la República de Colombia y de la República

Italiana o entre sus respectivos delegados.

 
ARTÍCULO 27. INSTRUMENTOS Y MEDIOS PARA LA REALIZACIÓN DE LA COOPERACIÓN. <Aparte

subrayado declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE>

1o. En relación con la aplicación del presente Tratado General, cada una de las Partes contratantes podrá

formular propuestas tendientes a ampliar el ámbito de la recíproca colaboración.

2o. Igualmente las Partes contratantes podrán extender el alcance del presente Tratado General con el fin

de incrementar el grado de cooperación integrándolo con nuevos acuerdos relativos a sectores específicos

de actividad, teniendo en consideración la experiencia adquirida durante su ejecución.

3o. En el ámbito de los proyectos de cooperación al desarrollo, la Parte colombiana se compromete a

conceder a los expertos de la Parte italiana el mismo tratamiento acordado a los del "Programa de las

Naciones Unidas para el  Desarrollo".  Del  mismo modo, la Parte colombiana concederá las facilidades

conexas con la transferencia de bienes y equipos de propiedad de los expertos o pertinentes a proyectos de

cooperación técnica, incluidas las exenciones fiscales relativas.

*Nota Jurisprudencia *



Corte Constitucional

– Aparte subrayado declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE, por la Corte Constitucional mediante

Sentencia C-160-00 de 23 de febrero de 2000, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro Naranjo Mesa, " bajo

condición de que se entienda en los términos explicados en la parte motiva de esta Sentencia."

"Cabe mencionar, que según el artículo 294 de la Constitución, la ley no podrá conceder exenciones ni

tratamientos preferenciales respecto de los tributos pertenecientes a las entidades territoriales.  Por lo

tanto, también se condicionará la constitucionalidad de la expresión "incluidas las exenciones fiscales

relativas", a que se le dé una interpretación según la cual, las exenciones otorgadas deberán limitarse a

aquellas que traten sobre tributos nacionales."

 

ARTÍCULO 28. RELACIONES CON OTROS ACUERDOS.

1o. Las disposiciones de los tratados y acuerdos en vigor entre las Partes continuarán aplicándose siempre

que sean compatibles con las del presente Tratado General.

2o. El presente Tratado no perjudica las obligaciones derivadas de la pertenencia de Italia a la Unión

Europea.  Las  disposiciones  del  presente  Tratado  no  podrán,  en  consecuencia,  de  ningún  modo  ser

invocadas  o  interpretadas  como  que  interfieran  las  obligaciones  que  derivan  del  Tratado  de  la  Unión

Europea  ni  de  los  acuerdos  entre  Colombia  y  la  Comunidad  Europea.

 
3o.  Las disposiciones del  presente Tratado no perjudican las  obligaciones derivadas a las  Partes por

acuerdos internacionales de los cuales ellas sean Parte, o por disposiciones de derecho internacional de

orden general.

 
ARTÍCULO 29. VIGENCIA Y TÉRMINO.  El presente Tratado entra en vigencia el primer día del mes

siguiente a la fecha en la cual las Partes hayan notificado por vía diplomática el perfeccionamiento de los

procedimientos jurídicos necesarios para el efecto. El Tratado tendrá una vigencia de cuatro años y será

renovado tácitamente por períodos de igual duración a menos que una de las Partes notifique a la otra el

propio deseo de rescindir, con seis meses de anticipación con respecto a la fecha de vencimiento de este

último.

En  fe  de  lo  cual  las  dos  Partes,  debidamente  autorizadas  por  los  respectivos  Gobiernos,  han  firmado  el

presente Tratado.



Concluido en Roma el día 29 de noviembre de 1994 en dos ejemplares originales, en idiomas español e

italiano, ambos textos dando fe igualmente.

 
(Firma ilegible).

Por el Gobierno de la República de Colombia,

 
(Firma ilegible).

Por el Gobierno de la República de Italia,

 
El suscrito Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores,

HACE CONSTAR:

Que la presente reproducción es fiel fotocopia tomada del texto original en español del "Tratado General de

Cooperación entre la República de Colombia y la República Italiana", concluido en Roma el veintinueve (29)

de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro (1994), documento que reposa en los archivos de la

Oficina Jurídica de este Ministerio.

 
Dada en santa Fe de Bogotá, D. C., a los ocho (8) días del mes de julio de mil novecientos noventa y siete

(1997).

 
HÉCTOR ADOLFO SINTURA VARELA,

El Jefe Oficina Jurídica,

 
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

 
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Santa Fe de Bogotá, D. C., …

 
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional para los efectos constitucionales.



 
ERNESTO SAMPER PIZANO

 
MARÍA EMMA MEJÍA VÉLEZ.

La Ministra de Relaciones Exteriores,

 
DECRETA:

ARTÍCULO 1o.  Apruébase el  "Tratado General  de  Cooperación  entre  la  República  de  Colombia  y  la

República Italiana", concluido en Roma el veintinueve (29) de noviembre de mil novecientos noventa y

cuatro (1994).

 
ARTÍCULO 2o. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o. de la Ley 7a. de 1944, el "Tratado

General de Cooperación entre la República de Colombia y la República Italiana", concluido en Roma el

veintinueve (29) de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro (1994), que por el artículo 1o. de esta

ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto

del mismo.

 
ARTÍCULO 3o. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.

 
FABIO VALENCIA COSSIO

El Presidente del honorable Senado de la República,

 
MANUEL ENRÍQUEZ ROSERO

El Secretario General del honorable Senado de la República,

 
EMILIO MARTÍNEZ ROSALES

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

 
GUSTAVO BUSTAMANTE MORATTO.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,



 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 
COMUNÍQUESE Y PUBLÍQUESE.

Ejecútese previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al artículo 241-10 de la Constitución Política.

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 18 de junio de 1999.

 
 

ANDRÉS PASTRANA ARANGO

 
 

GUILLERMO FERNÁNDEZ DE SOTO

El Ministro de Relaciones Exteriores,

 
FERNANDO ARAÚJO PERDOMO.

El Ministro de Desarrollo Económico,

 


